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1. LA LEY 19/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, DE TRANSPARENCIA,
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y BUEN GOBIERNO 
La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la informa­
ción pública y buen gobierno sigue la estela de legislaciones de muy larga 
tradición en países de nuestro entorno, subsanando un vacío legal de difícil 
justificación1. El hecho de que su tramitación parlamentaria coincidiera con 
1 No obstante, puede decirse que tiene un origen, ni que sea remoto, en el anteproyec­
to aprobado por el Consejo de Ministros el 29 de julio de 2011, que no llegó al Congreso 
de los Diputados porque ese mismo día el presidente del Gobierno, José Luis Rodríguez 
Zapatero, anunció el adelanto de las elecciones. En este sentido, puede consultarse guI­
chot reIna, emILIo. Transparencia y acceso a la información pública en España: análi­
sis y propuestas legislativas. Fundación Alternativas, Madrid, 2011 (Documento de traba­
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la irrupción de distintos casos de corrupción constituyó un indudable acicate 
para su aprobación y para alcanzar igualmente un amplio respaldo parlamen­
tario2. 
En la Ley, como reza su propia rúbrica, se regula hasta tres materias co­
nexas pero al mismo tiempo distintas: la transparencia de la actividad pública 
mediante la publicidad activa, el derecho de acceso a la información pública 
y las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables pú­
blicos. Su entrada en vigor presenta cierta complejidad, dado que la disposi­
ción final novena prevé hasta tres momentos: las normas de buen gobierno al 
día siguiente de la publicación en el BOE; las normas de transparencia y el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno al año de su publicación; además 
de otorgar un plazo de dos años para que las comunidades autónomas
(CCAA) y las entidades locales se adapten a sus obligaciones3. 
La norma examinada se configura en su mayor parte como básica, con
fundamento en los títulos competenciales de los números 1, 13 y 18 ex artí­
culo 149.1 CE (disposición final novena). Y, al igual que el anteproyecto no 
nato de la anterior legislatura, opta por configurar la regulación de la transpa ­
rencia y el acceso a la información pública al margen del derecho fundamen­
tal a recibir libremente información veraz (art. 20.1.d CE), lo cual no sólo 
resulta dudosamente homologable con la protección de que gozan otros dere­
chos fundamentales en juego, como el derecho a la protección de los datos 
personales (art. 18.4 CE), sino que dificulta igualmente el anclaje de la norma 
en el marco de los estándares de protección europeos4. Por dicho motivo
esencial, a decir de algunos expertos, la Ley 19/2013 «no es una buena norma 
de transparencia»5, además de que, como se dirá, no se instrumenta un órga­
jo 170/2011). Poco antes, el Grupo Parlamentario Popular en el Congreso de los
Diputados había registrado una Proposición de ley sobre la misma cuestión [Boletín Ofi­
cial de las Cortes Generales (BOCG), serie B, núm. 326-1, 15.07.2011]. 
2 Vid. Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (DSCD), X Legislatura,
núms. 117 (30.05.2013), 136 (12.09.2013) y 162 (28.11.2013). 
3 La Ley contiene otras referencias temporales, alguna de ellas incumplidas, como la 
que establece la disposición final séptima para aprobar el Estatuto orgánico del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno. 
4 No en vano, tanto el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), como la
Corte Interamericana de Derechos Humanos, el Comité de Derechos Humanos de las
Naciones Unidas, la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE), 
el Convenio (de Tromsø) núm. 205 del Consejo de Europa, sobre el Acceso a los Docu ­
mentos Públicos y el Consejo de Estado español en su informe sobre el proyecto de ley de 
transparencia, acceso a la información y buen gobierno, vinculan este derecho a la libertad 
de información. 
5 Vid. sáncheZ De DIego, manueL, «Reflexiones sobre la Ley de Transparencia»,
Blog de la Revista Catalana de Dret Públic, 7 de mayo de 2014, p. 1. Según este autor, la 
Ley «[T]iene más de propaganda que de transparencia, especialmente si se compara la
norma con los diez principios para una buena ley de transparencia de la Coalición Pro
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no auténticamente independiente que garantice el derecho de acceso a la in­
formación pública. 
Con todo, esta regulación constituye indudablemente un primer paso en la 
transformación de nuestro modelo de Administración, pese a que ésta, para 
ser eficaz, deberá ser impulsada y estimulada tenazmente por todos los pode ­
res públicos, teniendo en cuenta las inercias atávicas de la casa administrati­
va, en la que «la opacidad, la desconfianza frente a los ciudadanos y la elu­
sión de eventuales responsabilidades» toparán previsiblemente con todo
intento de escrutinio externo6. Además, deberá involucrarse a la ciudadanía 
para que ésta conozca y utilice las distintas posibilidades que ofrece la Ley. 
De ahí la importancia que cobran a partir de ahora el Portal de Transparencia 
(art. 10) y el resto de acciones públicas previstas en la propia Ley y, muy
señaladamente, las denominadas Unidades de Información [art. 21 y resto de 
previsiones de la disposición adicional (DA) séptima]. En el mismo sentido, 
será preciso desarrollar sistemas de información que aseguren la disponibili­
dad, la trazabilidad y la calidad de la información, mediante una intensa
modernización de los actuales sistemas de registros. 
1.1. Balance crítico de su contenido 
Ante todo, debe significarse que La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno constituye
una normativa específica escasamente novedosa en el contexto del derecho 
comparado, dado que, como es sabido, existen regulaciones de larga tradi­
ción como la de Suecia, desde el siglo XVIII. No en vano, hasta hace poco, 
España era uno de los pocos Estados miembros de la Unión Europea (UE) 
Acceso (http://www.proacceso.org/los-diez-principios/). Es de la misma opinión pÉreZ
veLasco, m., «La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la informa ­
ción pública y buen gobierno: una ocasión perdida en la equiparación a los estándares
europeos», Blog del Institut de Dret Públic, 21 de enero de 2014, p. 4. 
6 Será necesario incidir sobre las barreras culturales en el sector público, mediante
acciones de formación, elaboración de manuales y guías, etc. (vid. DA séptima de la Ley 
en relación con la Administración General del Estado). En particular, como advierte juLI
ponce, habrá que estar alerta en referencia a la interpretación de la obligación jurídica de 
publicar «de forma periódica y actualizada la información cuyo conocimiento sea relevan­
te para garantizar la transparencia» de la actividad relacionada con el funcionamiento y 
control de la actuación pública (art. 5), puesto que bastarían algunas actuaciones mera ­
mente quirúrgicas para desactivar su operatividad: por ejemplo, si se considera que los 
artículos 6, 7 y 8 («información institucional, organizativa y de planificación», «informa­
ción de relevancia jurídica» e «información económica presupuestaria y estadística»)
constituyen obligaciones máximas de transparencia activa, pese a que estas configuradas 
con carácter mínimo (vid. ponce, juLI, «Transparencia, innovación, buen gobierno y
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que no disponía de una regulación ad hoc y, que por dicho motivo, no era 
objeto de escrutino periódico como otros países7. 
Ello no obstante, puede decirse que, con anterioridad a la entrada en vigor 
de la Ley, ya existían diversas normas que se ocupaban de ello, ni que sea 
fragmentariamente. En efecto, el artículo 105 b de la Constitución (CE) y los 
artículos 35 e y 37 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Adminis­
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJA-
PAC), referidos al acceso a la información relativa a procedimientos admi­
nistrativos en marcha y a procedimientos ya finalizados, respectivamente8. 
En lo que hace referencia a la publicidad activa, la principal novedad que 
incorpora la Ley es la previsión de que el conjunto de Administraciones pú­
blicas deban publicar los proyectos normativos con anterioridad a la solicitud 
de los dictámenes preceptivos, así como las memorias e informes que inte­
gren los expedientes de elaboración de textos normativos, y en particular la 
memoria del análisis del impacto normativo regulada por el Real Decreto
1083/2009, de 3 de julio. Ello no obstante, la Ley no aclara si los informes 
jurídicos, los dictámenes de los órganos consultivos, las notas y los informes 
internos, las actas o minutas de las reuniones de los comités y grupos de tra­
bajo, así como los informes y pareceres externos deberá ser objeto de publi­
cación, así como los borradores de textos normativos. Una ley de transparen­
cia que se precie debería permitir el análisis de las decisiones que se toman 
por parte de los responsables públicos, por lo que sería necesario un mayor 
caudal de información que el que figura en la Ley. Esa información debería 
estar en un formato que permitiese un tratamiento ágil y masivo, facilitando 
el trabajo a los medios de comunicación y a los ciudadanos en general, con 
respeto a los principios inspiradores de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos. 
En cuanto al derecho de acceso a la información, la Ley constituye un
notable cambio de rasante en relación a la regulación preexistente sobre el 
7 En concreto, hasta el momento de la aprobación de la Ley, España era el único Estado
de Europa con más de un millón de habitantes que no disponía de una ley de transparencia
y acceso a la información pública, junto a Luxemburgo, Malta y Chipre. La organización no
gubernamental Centre for Law and Democracy realiza un informe anual en el que a partir
de siete parámetros puntúa a los países que cuentan con leyes específicas de acceso a la in­
formación pública. La lista incluía hasta hace poco a 89 Estados, con una presencia destaca­
da de países de América Latina. El Reino Unido aparece en el puesto 27, Francia en el 61 y
Alemania en el 85. Cierran Grecia y Austria (http://www.law-democracy.org/live/).
8 En el mismo sentido, cabe citar la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan 
los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia 
en materia de Medio Ambiente; la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización 
de la información del sector público, que regula el uso privado de documentos en poder 
de Administraciones y organismos del sector público; y la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, entre otras. 
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acceso a los documentos, al inclinarse por el acceso mediante cualquier tipo 
de soporte (art. 13)9. Además, por su objeto y funcionalidad, el derecho legal­
mente establecido se configura como distinto de la conocida garantía proce­
sal contemplada en la LRJAP-PAC, consistente en el acceso de las partes en 
un procedimiento a toda la información en que se fundamenta la decisión de 
la Administración. Por todo lo cual, el derecho legal de acceso a la informa­
ción se inscribe instrumentalmente en el marco del derecho a la libertad de 
información de las personas, vinculado íntimamente al derecho fundamental 
de participación en los asuntos públicos (art. 24 CE), idéntico enfoque al que 
le ha dado a la materia tanto el Consejo de Europa como la UE y la mayoría 
de Estados miembros con legislación propia10. 
En cuanto al ámbito subjetivo de la titularidad del derecho, éste se atribu­
ye a «todas las personas», «en los términos previstos en el artículo 105 b CE» 
(art. 12), pese no concretarse si en dicho espectro se incluyen también las
personas jurídicas, debido a que el precepto constitucional alude exclusiva­
mente a los «ciudadanos». Y por lo que se refiere a los sujetos obligados (art. 
9 Se entiende por tal la información y los documentos contenidos en cualquier for­
mato o soporte que obren en poder de alguno de los sujetos en el ámbito de aplicación de 
la ley y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones. Al dato 
de la posesión se añaden dos condiciones adicionales, no contempladas ni en el Convenio 
205 de 18 de junio de 2009, ni en el Reglamento (CE) núm. 1049/2001, de 30 de mayo, 
esto es, que los documentos o la información hayan sido elaborados por la propia institu­
ción o hayan sido adquiridos por ésta. Esta última referencia parece excluir todos aquellos 
documentos no adquiridos, es decir los documentos ajenos que, por una u otra razón, se 
han aportado por terceros y que, por eso mismo, otorgan un poder de disposición sobre los 
mismos al sujeto obligado. 
10 El Convenio del Consejo de Europa sobre el acceso a los documentos públicos
(2009) vincula el derecho de acceso a los documentos al art. 10 del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos (CEDH), que garantiza la libertad de expresión y se proyecta sobre 
todos los documentos públicos, entendidos de modo amplio, como cualquier información 
en posesión de las autoridades públicas, cuyo acceso sólo puede ser restringido para pro­
teger otros derechos e intereses legítimos. Además, establece el estándar mínimo de pro­
tección a nivel europeo. Por su parte, la UE ha otorgado rango de derecho fundamental al 
derecho de acceso a la información [art. 42 de la Carta de los Derechos Fundamentales de 
la Unión Europea y en el artículo 15 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 
(TFUE)]. La regulación general del derecho de acceso a las instituciones europeas, se
contiene en el Reglamento (CE) núm. 1049/2001, de 30 de mayo, relativo al acceso del 
público a los documentos del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión, la refor­
ma del cual se ha paralizado debido a las posiciones confrontadas mantenidas por el
Consejo y la Comisión, por un lado, partidarios de una mayor restricción del ejercicio del 
derecho y el Parlamento Europeo, que ha defendido la ampliación del objeto del derecho 
(Diario Oficial de las Comunidades Europeas L 145/43, de 31 de mayo). También se
adoptó en su día un Libro Verde sobre la cuestión: comIsIón europea, Libro Verde sobre 
la iniciativa europea a favor de la transparencia [COM (2006) 194 final - Diario Oficial 
C 151 de 29.6.2006]. 
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2 y ss.), la Ley incorpora un catálogo heterogéneo y un tanto confuso: por un 
lado, incluye una lista que abarca todas las Administraciones Públicas, en
sentido amplio, incluyendo a las corporaciones de Derecho Público; y por
otro, después de no pocas vicisitudes, menciona a la Casa de su Majestad el 
Rey, junto al Congreso de los Diputados, el Senado, el Tribunal Constitucio­
nal, el Consejo General del Poder Judicial, el Banco de España, el Consejo de 
Estado, el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el Consejo Económi­
co y Social, y las instituciones autonómicas análogas, en relación con sus
actividades sujetas a Derecho Administrativo. También se consideran sujetos 
obligados las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación 
pública, directa o indirecta, sea superior al 50 por 100; las fundaciones del 
sector público previstas en la legislación en materia de fundaciones; las aso­
ciaciones constituidas por las Administraciones, organismos y entidades pú­
blicos; y los órganos de cooperación previstos en el artículo 5 de la Ley
30/1992, por su peculiar naturaleza y por carecer de una estructura adminis­
trativa propia. Por último, se incluyen los partidos políticos, organizaciones 
sindicales y empresariales, así como las entidades privadas que perciban
durante el período de un año ayudas o subvenciones públicas en cuantía su­
perior a 100.000 euros o cuando al menos el 40 por 100 del total de sus ingre­
sos anuales tengan carácter de ayuda o subvención pública, siempre que al­
cancen los 5.000 euros11. 
En cuanto a los límites del derecho de acceso a la información (art. 14), 
debe admitirse que su contenido es más amplio que el del artículo 37 LRJAP-
PAC12. Pese a ello, el acceso a la información puede ser limitado en determi­
11 Los expertos que comparecieron ante la Comisión Constitucional para informar del 
proyecto de ley sugirieron, en la mayoría de los casos, someter a los partidos políticos a 
un mayor control. El presidente de Transparencia Internacional en España, Jesús Lizca­
no, así lo expuso, al igual que el presidente del Tribunal de Cuentas, Ramón Álvarez de 
Miranda (DSCD, X Legislatura, núm. 248, 23.01.2013, pp. 28-41). 
12 Modificado por la disposición final 1.2 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, es­
tablece que podrá ser denegado cuando prevalezcan razones de interés público, por inte­
reses de terceros más dignos de protección o cuando así lo disponga una Ley, debiendo,
en estos casos, el órgano competente dictar resolución motivada. Además, no puede ser
ejercido respecto a expedientes que contengan información sobre las actuaciones del
Gobierno del Estado o de las CCAA en el ejercicio de sus competencias constitucionales
no sujetas a Derecho Administrativo; los que contengan información sobre la Defensa
Nacional o la Seguridad del Estado; los tramitados para la investigación de los delitos
cuando pudiera ponerse en peligro la protección de los derechos y libertades de terceros
o las necesidades de las investigaciones que se estén realizando; y los relativos a las
materias protegidas por el secreto comercial o industrial, a actuaciones administrativas
derivadas de la política monetaria. Se rigen por sus disposiciones específicas: el acceso a
los archivos sobre materias clasificadas; los datos sanitarios personales de los pacientes;
los archivos regulados por la legislación del régimen electoral y los que sirvan a fines
exclusivamente estadísticos; el Registro Civil y el Registro Central de Penados y Rebel ­
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nados supuestos13, aunque la invocación de tales límites deberá ser justificada 
y proporcionada por razón de su objeto y finalidad, ponderándose las circuns­
tancias concurrentes en cada caso, especialmente el interés público o privado 
superior (art. 14.2). Aún así, y admitiendo que no hay derechos absolutos de 
acuerdo con la doctrina constitucional, «tampoco [en este caso] los límites 
pueden ser absolutos»14. Esto es, el derecho a la protección de datos persona­
les y el secreto oficial deberían ponderarse debidamente junto al derecho al 
acceso a la información en manos públicas. Y en este punto no hay duda que 
la Ley resulta contradictoria con la tendencia europea a tasar de forma proli­
ja los distintos supuestos exentos15. No hay más que ver como la colisión
entre el derecho de acceso a la información y la protección de datos persona­
les se resuelve en la Ley dando preferencia a ésta última, de donde puede
inferirse que, en la práctica, se configura una especie de «derecho fundamen­
tal a la participación anónima en actividades públicas»16. 
Asimismo, cabe destacar que no es necesario que el solicitante de acceso 
motive su solicitud ni acredite ningún interés particular (art. 17.3). Basta que 
exponga los motivos por los que solicita la información, que podrán ser teni­
dos en cuenta cuando se dicte la resolución. La ausencia de motivación no 
será por si sola causa de rechazo de la solicitud. A este respecto, la Ley prevé 
como modo ordinario de resolución de las solicitudes el silencio negativo,
equivalente a una desestimación de la solicitud de acceso (art. 20.4). Esta
previsión, criticada durante el debate parlamentario y por parte de la doctri­
na, se halla sin embargo presente en la mayoría de legislaciones de nuestro 
des y los registros de carácter público cuyo uso esté regulado por una Ley; el acceso
solicitado por diputados, senadores o miembros de una Asamblea legislativa de Comuni­
dad Autónoma o de una Corporación Local; y los fondos documentales existentes en los
Archivos Históricos. 
13 En concreto, cuando suponga un perjuicio para la seguridad nacional; la defensa; 
las relaciones exteriores; la seguridad pública; la prevención, investigación y sanción de 
los ilícitos penales, administrativos o disciplinarios; la igualdad de las partes en los proce­
sos judiciales y la tutela judicial efectiva; las funciones administrativas de vigilancia,
inspección y control; los intereses económicos y comerciales; la política económica y
monetaria; el secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial; la garantía de la 
confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión y la protección 
del medio ambiente. 
14 sáncheZ De DIego, manueL, «Reflexiones sobre la Ley de Transparencia», op. cit. 
15 La Ley no diferencia entre perjuicio, perjuicio justificado en la protección de otro 
interés público superior y perjuicio grave, como sí hace, por ejemplo el Reglamento (CE) 
núm. 1049/2001, de 30 de mayo, que constituye un catálogo de excepciones imperativas 
sometidas al mismo test de proporcionalidad y la exclusión, como en el caso de la Ley 
española, de la ponderación caso por caso. 
16 pÉreZ veLasco, m. «La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso 
a la información pública y buen gobierno: una ocasión perdida en la equiparación a los 
estándares europeos», op. cit.
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entorno. No obstante, según la praxis que se haga en el futuro podría llegar a 
desnaturalizar el objeto de la norma al incentivar que las solicitudes sean re­
chazadas de plano y sin razón aparente17. Como es sabido, la regla general 
ante una Administración que no contesta en plazo es el de entender estimada 
la petición, salvo algunos supuestos previstos entre los que se incluyen impe­
riosas razones de interés general. La cuestión es: ¿es la ley de transparencia 
una norma en la que puedan darse estas razones? El Tribunal Supremo ha
aceptado esta posibilidad en Sentencia de la Sala 3ª de 24 de mayo de 2011, 
si bien, al analizar un supuesto de hecho en relación a una ley anterior a 2009. 
Lo cual permite cuestionar lo que acontezca con leyes posteriores a esa fe­
cha, como parece lógico y aparece en la dicción literal del artículo 43. En
todo caso, debería apostarse por una limitación más amplia del silencio nega­
tivo en línea con la exigencia de razones excepcionales. 
Finalmente, como ya se ha dicho en otro momento, la configuración del
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (art. 36) permite poner en cues­
tión prima facie su independencia. Previsto como medio alternativo de im­
pugnación de las resoluciones, expresas o presuntas, denegatorias del acceso
a la información, el mencionado Consejo apenas sirve para compensar la débil
posición de los titulares de dicho derecho. Por ello, como se analizará más
adelante, parece necesario dotarse, con las debidas garantías de imparcialidad
e independencia de un órgano encargado no sólo del control de los conflictos
de intereses sino también de la lucha contra la corrupción, análogo a la OLAF,
que investiga el fraude al presupuesto de la UE, la corrupción y las faltas gra­
ves en las instituciones europeas y elabora la política de lucha contra el fraude
para la Comisión Europea o la Oficina Antifrau de Cataluña18. 
Por lo que al buen gobierno (y la buena administración) se refiere, la Ley 
deja de lado el bagaje internacional y estatal acumulado para potenciar la
buena gobernanza y la calidad del comportamiento público, paradigma mo­
derno de la legitimidad administrativa y antídoto de la corrupción. El buen 
gobierno (y la buena administración) deberían estar en el epicentro de la es ­
trategia de calidad pública de la que la transparencia no es más que un instru­
17 En nuestra legislación administrativa existe la obligación para la administración de 
resolver (art. 42 de la Ley 30/1992). La Administración está obligada a dictar resolución 
expresa en todos los procedimientos y a notificarla cualquiera que sea su forma de inicia ­
ción. La falta de respuesta puede dar lugar a la exigencia de responsabilidades disciplina­
rias y a exigir el cumplimiento de la obligación judicialmente. Además de poder exigirse 
una respuesta posterior, esta no estará vinculada por el sentido del silencio. Es decir que 
puede ser negativo, pero cuando llegue la resolución del órgano administrativo ser ésta 
estimatoria de la solicitud. 
18 Vid. la Decisión 1999/352/CE, CECA, Euratom de la Comisión, de 28 de abril de 
1999, por la que se crea la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (http://ec.europa. 
eu/anti_fraud/index_es.htm/) y la Ley 14/2008, de 5 de noviembre, de la Oficina Antifrau­
de de Cataluña. 
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mento más. Sin embargo, la Ley dedica su parte final al buen gobierno (no 
menciona la buena administración) y regula una serie de principios de con ­
ducta y tipifica un conjunto de infracciones y sanciones, cuya efectividad es 
harto dudosa19. Ciertamente, está por ver si se va a instruir y sancionar a altos 
cargos por el Gobierno o un alcalde por el pleno del Ayuntamiento. Por lo 
pronto, de lo que no hay duda es de que la Ley omite mecanismos de garantía 
del buen gobierno y de buena administración que han demostrado su efecti­
vidad en el derecho administrativo global o de la UE (art. 41 de la Carta de 
Derechos Fundamentales), e incluso en el derecho autonómico español20: la 
previsión de los llamados Códigos de conducta, éticos, de buen gobierno, de 
buenas prácticas y de buena administración21; la inclusión de reglas para la 
selección y estatuto jurídico de empleados públicos de libre designación,
eventuales, directivos y funcionarios locales habilitados estatales22; la regu­
lación de la due dilligence y due care, como garantía de análisis y toma en 
consideración diligente y con el debido cuidado de los hechos e intereses
relevantes, mediante la confección de un expediente que fundamente la deci­
sión a adoptar, considerando como encauzar la negociación reglamentaria
(vgr. la Directiva de Servicios ya exige la motivación de una necesidad de 
«imperioso interés general» para el establecimiento de regímenes autorizato­
rios23); la exigencia legal de que la motivación de las decisiones públicas sea 
19 La Ley se refiere a unos principios generales y de actuación (arts. 26 y 27), dirigi ­
dos sólo a altos cargos (trasladando un Acuerdo del Consejo de Ministros, de 18 de febre­
ro de 2005, a fuerza de ley y vinculándolo a la tipificación de infracciones y sanciones 
realizada, de lo que se ha congratulado el Consejo de Estado en su Dictamen 707/2012). 
Lo hace sin embargo con un notable grado de vaguedad, incluso allí donde podrían haber 
sido precisos como, por ejemplo, en la aceptación de regalos. 
20 El TEDH en diversas sentencias ha afirmado la existencia de un principio de buena 
gobernanza derivado del convenio de 1950, por ejemplo en la sentencia Czaja contra Po­
lonia de 2012 (párrafo 70). También el TJUE, el Tribunal Supremo español y los tribuna ­
les de justicia autonómicos. 
21 Creados bajo distintas denominaciones en los últimos años [vid. arts. 52 y ss. de la 
ley del Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP)]. 
22 La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha establecido en los últimos años una
interesante doctrina sobre los límites en los que se debe enmarcar la confianza en la libre 
designación de funcionarios y de personal eventual (cuyo número sería importante cono­
cer y limitar, de acuerdo con el art. 12.2 EBEP, por cierto). Hubiera sido interesante me ­
jorar el EBEP (precisando los arts. 79 y 80 y su DA segunda, respecto al ámbito local a la 
vista de esta doctrina jurisprudencial que «complementa» el ordenamiento jurídico (art. 1 
del Código Civil). De igual modo, la lucha contra la corrupción y el buen gobierno y ad­
ministración en el ámbito local debería tener un importante punto de apoyo en la figura de 
los funcionarios locales de habilitación estatal, pero su libre designación, en algunos ca­
sos, y su dependencia retributiva del nivel político hacen su función complicada. Ninguno 
de estos temas son tratados en la parte de buen gobierno del proyecto estatal. 
23 Y que ya ha conducido, por cierto, a diversas anulaciones judiciales por falta de 
motivación normativa, como en el caso de la sentencia del Tribunal Supremo de 27 de 
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suficiente (con la debida explicitación de los criterios extrajurídicos que
fundan las discrecionales, como exige, por ejemplo, el ordenamiento alemán) 
y congruente con el contenido del expediente, sea de papel o electrónico; el 
establecimiento de Cartas de Servicio; mecanismos de evaluación obligatoria 
(ex ante o ex post) de las políticas públicas (la legislación balear la exige en 
todos los casos que impliquen un gasto público superior a los 5 millones de 
euros); el desarrollo de estrategias de calidad regulatoria (better o smart
regulation)24, a partir de unidades administrativas interdisciplinares capaces 
de calcular impactos normativos de forma solvente, empleando para ello
tanto criterios económicos (análisis coste-beneficio, etc.) como otras discipli­
nas (psicología, sociología, estadística, etc.), que permitan traer al derecho 
los avances de las ciencias del comportamiento en el diseño de incentivos
para la eficacia normativa (como los países más punteros ya están haciendo, 
a través de la técnica del nudging o fomento de ciertas decisiones privadas25; 
y finalmente, la responsabilidad patrimonial por la información facilitada a 
través de las web públicas26, teniendo en cuenta que no son aplicables y nulas 
de pleno derecho sus cláusulas, por contravenir el art. 10.2 de la Ley de Ad ­
ministración Electrónica (2007), igual que lo serían si estuvieran contenidas 
en un reglamento (art. 62.2 LRJAP-PAC)27. 
febrero de 2012 y en el de la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 25 
de abril de 2012). Pero, más allá de la directiva, sería preciso, en aras de un buen gobierno 
y una buena administración, exigir la motivación (mediante la Exposición de Motivos,
preferiblemente, y el contenido del expediente) de las normas. 
24 Recomendadas por la OCDE y desarrolladas en EE.UU (desde hace décadas, a
través de la OIRA, vid. http://www.whitehouse.gov/omb/inforeg_default), la Unión Euro­
pea y el Reino Unido. Si bien existen en nuestro ámbito algunos movimientos en tal direc­
ción (en el nivel estatal, el Real Decreto de 2009 que estableció la memoria de impacto 
normativo y los arts. 4 y ss. de la Ley de Economía Sostenible, que establecen principios 
de buena regulación; en el nivel autonómico, por ejemplo, Ley catalana 26/2010, art. 64). 
Puede consultarse una comparación entre indicadores de calidad regulatoria efectuada por 
el Banco Mundial http://info.worldbank.org/governance/wgi/index.aspx#home. 
25 En el Reino Unido se ha constituido una unidad administrativa en la Cabinet Office
a tal efecto: https://www.gov.uk/government/organisations/behavioural-insights-team. 
26 Vid. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Sala de lo Social,
sección 1ª, de 25 de enero de 2007, en la que se condena al INEM a compensar a un des­
empleado sancionado por la Administración en relación con la renovación de su tarjeta de 
desempleo, pese a que éste ajustó su actuación a la información disponible en la página 
web de dicho organismo. 
27 En el caso de la responsabilidad derivada de actos discrecionales ilegales, la juris­
prudencia del Tribunal Supremo ha establecido una doctrina desde mediados los años 90, 
en la que se afirma que la simple declaración de ilegalidad en el ejercicio de la discrecio­
nalidad no supone la existencia de responsabilidad, siempre que el decisor público se haya 
mantenido dentro de los márgenes de un ejercicio razonable y razonado de discrecionali­
dad. De ahí la importancia de concretar esa razonabilidad y racionalidad del ejercicio
discrecional (mediante, por ejemplo, las mencionadas Cartas de servicio). En caso contra­
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2. LA FINANCIACIÓN Y EL CONTROL DE LA ACTIVIDAD 
ECONÓMICA DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS 
2.1. La regulación sobre la financiación de partidos políticos en España 
La primera referencia normativa sobre financiación de partidos políticos 
en España se halla en el artículo 6 de la Ley 54/1978, de 4 de diciembre, de 
Partidos políticos. En esencia, el sistema consistía en reservar fondos públi­
cos para las campañas electorales y que los partidos hiciesen frente a sus
gastos de organización con las donaciones privadas y las aportaciones de sus 
afiliados Tras diversas regulaciones menores, la Ley Orgánica 3/1987, de 2 
de julio, sobre Financiación de los partidos políticos (LOFPP 1987), consti ­
tuyó la primera regulación estable en la materia, al margen de duplicar la
asignación estatal para el funcionamiento ordinario de los partidos. 
Posteriormente fue adoptada la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre 
financiación de los partidos políticos (LOFPP 2007). En buena parte, la apro­
bación final de esta Ley, surgida de una proposición de ley del Grupo Parla ­
mentario de ERC28, se explica porque el Consejo de Europa (a través del
Grupo de Estados contra la Corrupción, en sus siglas GRECO), que había
adoptado, el 8 de abril de 2003, una Recomendación con medidas para com­
batir la corrupción política y entre ellas un modelo transparente de financia­
ción de los partidos políticos29, había dejando constancia en un informe de 
2007 que España apenas había mostrado interés por cumplir razonablemente 
con los estándares de la misma. 
La LOFPP 2007 contemplaba un sistema mixto, con la pretensión de
conciliar las aportaciones de la ciudadanía y los recursos procedentes de los 
poderes públicos en proporción a su representatividad, además de introducir 
algunas limitaciones a la financiación privada, deducciones en la base del
impuesto sobre la renta personal para las cuotas de los afiliados y alterar el 
criterio de distribución de la ayuda estatal para el gasto ordinario, a partir de 
rio, la interpretación judicial queda abierta y las posibilidades de condena de la Adminis­
tración por daño antijurídico causado por un funcionamiento anormal se incrementan. 
28 DSCD, núm. 114, 27.09.2005. También debe consignarse que a mediados de los 
años 1990, presionados por una sucesión de escándalos de financiación (señaladamente 
los casos Filesa y Naseiro), los partidos crearon una comisión parlamentaria para investi­
gar sus prácticas de financiación y formular propuestas de reforma (Comisión no perma­
nente sobre la financiación de los partidos políticos, vid. DSCD, núm. 371, 1994). 
29 Recomendación Rec (2003)4 del Comité de Ministros a los Estados miembros re ­
lativa a las reglas comunes contra la corrupción en la financiació de los partidos políticos 
y campañas electorales (Adoptada por el Comité de Ministros el 8 de abril del 2003, du ­
rante la 835ava reunión de los Delegados de los Ministros). En dicha Recomendación
sobresalen las medidas para dotar de transparencia a las cuentas de los partidos políticos 
junto a reglas básicas como la de considerar como donación cualquier ventaja, sea o no 
económica, concedida a los partidos políticos. 
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un cómputo de votos a nivel estatal30. Sustancialmente, se estableció que las 
aportaciones privadas podían proceder tanto de personas físicas como jurídi­
cas, si bien con limitaciones: que no contrataran con las administraciones
públicas, fueran públicas y no excedieran de algunos límites razonables y
realistas. Asimismo no se permitían aportaciones anónimas que superasen el 
5% de la cantidad asignada en los PGE del respectivo ejercicio. Tampoco las 
aportaciones procedentes de una misma persona física o jurídica que supera­
sen los 60.001 euros anuales, ni de empresas públicas o que prestasen servi­
cios o realizasen obras o suministros para alguna Administración Pública.
Los importes debían abonarse en cuentas destinadas únicamente a ese fin. El 
incumplimiento de dichas prohibiciones podía ser sancionado con multas
equivalentes al doble de la aportación ilegalmente aceptada. Se previó, ade­
más, que en el plazo de 6 meses desde su entrada en vigor, los partidos tuvie­
sen que presentar una contabilidad detallada y documentada con sus ingresos 
y gastos ante el Tribunal de Cuentas, el cual, en 8 meses, debía pronunciarse 
sobre su regularidad y. en su caso, exigir las responsabilidades deducibles de 
su incumplimiento. 
Con todo, la Ley de 2007 dejó al descubierto algunas zonas oscuras. En 
efecto, no se permitía que las donaciones (y condonaciones de deudas finan ­
cieras) superaran los 100.000 euros al año (arts. 4.Cuatro y 5.Uno LOFPP). 
Se obligaba a los donantes a identificarse, prohibiéndose las donaciones de 
empresas que contrataban con el sector público. No obstante, contenía una 
panoplia de clamorosas excepciones a las citadas reglas generales (art. 5.Uno 
LOFPP): el techo de 100.000 euros no se aplicaba a las donaciones de inmue­
bles, a la cesión de activos a precios inferiores a los de mercado, a los crédi­
tos en términos ventajosos o a la prestación de servicios profesionales. Ade­
más, la interdicción para las empresas que contrataban con el sector público 
no afectaba a las donaciones anteriores a la firma de un contrato, o una vez 
que éste ya había finalizado (art. 4.Dos.c LOFPP). Además de que, por lo que 
al procedimiento de rendición de cuentas se refiere, no se obligaba a los par­
tidos a consolidar en sus cuentas la actividad de sus sedes locales (art. 14. 
Cuatro LOFPP)31, ni se establecía la obligación de presentar las cuentas de 
30 De entrada, como todas las reformas de la financiación política en la España demo­
crática, la nueva Ley concedió a los partidos una mayor financiación, a cambio de extre ­
mar las medidas de control y transparencia. Este binomio se justificó durante el debate 
legislativo con el pretexto de que los partidos no dependieran de los grupos de presión, 
que lógicamente buscan ventajas de la Administración, argumento idéntico al que figura 
en los antecedentes de la tramitación de la Ley de 1987. 




ue [Consultado el 10 de marzo de 2014]. 
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los grupos municipales o de los grupos presentes en las cámaras parlamenta­
rias, ni de integrar en la contabilidad general la de las fundaciones vincula­
das, pese a las recomendaciones en ese sentido por parte del Tribunal de
Cuentas y del GRECO32. 
Cuando en 2010 se propuso, mediante una Proposición de ley orgánica, 
una reforma de la LOFPP33, en la línea de hacer extensivas las obligaciones 
de los partidos a las fundaciones y asociaciones vinculadas a los mismos,
cabe decir que la referida Proposición fue tomada en consideración, en pleno 
calor sociológico por el denominado caso «Palau»34. No obstante, los grupos 
políticos mayoritarios en la Cámara Baja dejaron languidecer su tramitación 
legislativa, a medida que se apagaban progresivamente los focos mediáticos 
del caso, hasta decaer con el final de la legislatura35. 
En último término, la reforma de la LOFPP 2007, mediante la vigente
Ley Orgánica 5/2012, de 22 de octubre, se propuso, ante todo, reforzar los 
mecanismos de fiscalización del Tribunal de Cuentas y ajustar la financiación 
de los partidos al contexto de crisis económica (art. 3), mediante una drástica 
reducción del importe de las subvenciones y con la incorporación de una se­
rie de medidas derivadas de la Recomendación de 2003 y de las conclusiones 
de los informes del GRECO de 2009 y 2011. En concreto, se estableció que 
el Tribunal de Cuentas pasase a realizar los informes de fiscalización de la 
actividad ordinaria de los partidos políticos con una periodicidad anual, así 
como de todos los procesos electorales, ya fuesen elecciones generales, auto­
nómicas, locales o europeas (arts. quinto y sexto LO 5/2012). La reforma,
además, llevó aparejada la adopción de un conjunto de medidas de robuste­
cimiento de la transparencia, con el propósito de mejorar el control de la
adecuación de los ingresos y gastos de los partidos políticos al ordenamiento 
jurídico. Pese al carácter coyuntural de la norma, se introdujeron algunas
32 Vid. Informe GRECO sobre la transparencia de los partidos españoles. Disponible 
en: http://www.coe.int/t/dghl/monitoring/greco/evaluations/round4/GrecoEval4(2013)5_ 
Spain_EN.pdf [Consultado el 10 de marzo de 2014]. 
33 Presentada por el grupo parlamentario de ERC-IU-ICV. Vid. BOCG, X Legislatu­
ra, Serie B, Núm. 207-1, 30.10.2009. 
34 El llamado caso «Palau» o «Millet», fue un caso de corrupción protagonizado por 
Fèlix Millet, presidente del patronato de la Fundació Orfeó Català-Palau de la Música,
desde donde presuntamente desviaba dinero para fines privados e implicó a Convergència 
Democràtica de Catalunya (CDC). 
35 En concreto, aquella iniciativa trataba de impedir que las fundaciones u otros tipos 
de entidades similares pudieran suscribir convenios de colaboración con empresas, en
caso de que el objeto social de las mismas no fuera coincidente. No en vano, la propuesta 
surgía de la experiencia de los años anteriores: lo que no gira por las cuentas corrientes de 
los partidos circula por un universo repleto de entidades y fundaciones de carácter instru­
mental. Se trataba de impedir que las donaciones a las fundaciones u otros entes instru­
mentales sirvieran como instrumentos de financiación irregular de los partidos. 
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medidas para diferenciar los mecanismos de financiación de los partidos, las 
fundaciones y las asociaciones vinculadas a estos, ampliando los sujetos que 
no pueden financiar la actividad de los partidos por el hecho de recibir apor ­
taciones de las administraciones públicas, en la línea de lo que se había plan­
teado sin éxito en 2010 (art. primero LO 5/2012). 
No obstante lo dicho, persisten aún en la ley algunas omisiones y defectos 
técnicos, que proyectan una alargada y poderosa sombra de sospecha sobre 
algunos partidos, que desean deliberadamente mantener algunas zonas toda­
vía opacas, que sólo transcienden cuando hay una investigación judicial o
mediática en marcha: 
a) por lo que se refiere al control de la financiación de las fundaciones, se 
eliminó el límite máximo de 150.000 euros a las donaciones privadas 
a fundaciones de los partidos políticos36. Y ello resulta paradójico por 
cuanto el artículo 4.3 LOFPP prohíbe lo que denomina «operaciones 
asimiladas [a donaciones]37». Es más, según el apartado 4 de la DA 7ª, 
las «entregas monetarias o patrimoniales» destinadas a financiar acti­
vidades «de interés común» de las fundaciones no son consideradas 
donaciones, y, por tanto, quedan al margen de la regulación y limita­
ciones que la LOFPP establece para ellas. Se abre así la puerta a con­
ceptos como las llamadas «entregas monetarias» (aparentemente no
donaciones) anónimas a las fundaciones38. 
36 Como ha puesto de manifiesto el propio Tribunal de Cuentas, son patentes las rela­
ciones instrumentales que la mayoría de los partidos políticos mantienen todavía hoy con 
diversas fundaciones, relativas a «la concesión de préstamos o subvenciones de funciona­
miento, a la adquisición de inmuebles y la posterior cesión de uso al partido, al ingreso en 
la fundación de las aportaciones realizadas por los cargos públicos y a la prestación de 
aval por parte del partido en operaciones de deuda suscritas por la fundación». Vid. Diario 
de Sesiones de Las Cortes Generales. Comisión Mixta para las relaciones con el Tribunal 
de Cuentas, X Legislatura, núm. 92, 27.12.2013. Informe de fiscalización de los estados 
contables de los partidos políticos y de las donaciones percibidas por las fundaciones
vinculadas orgánicamente, ejercicios 2009, 2020 y 2011. 
37 Entendiendo como tales el hecho de que los partidos permitan que «directa o indi­
rectamente, terceras personas asuman de forma efectiva el coste de sus adquisiciones de 
bienes, obras o servicios o de cualesquiera otros gastos que genere su actividad». 
38 En este contexto no debe olvidarse que el art. 5 de la Recomendación GRECO de 
2003 sugirió a los Estados no sólo tomar medidas destinadas a limitar, prohibir o regular 
estrictamente las donaciones de personas jurídicas que suministran bienes o servicios de 
cualquier Administración pública, sino también las donaciones de todas las entidades re­
lacionadas, directa o indirectamente con un partido político o que de cualquier forma es­
tán bajo su control (léase, fundaciones). Así, el informe correspondiente a 2009 advierte: 
«[L]a prohibición general sobre donaciones procedentes de empresas que hayan firmado 
contratos con las autoridades públicas no es aplicable [en la ley] en lo que respecta a do­
naciones realizadas a entidades que están estrechamente relacionadas o están bajo la in­
fluencia de los partidos políticos (p.ej. las fundaciones políticas). Por lo tanto, las aporta­
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b) Por lo que se refiere a las funciones del Tribunal de Cuentas, la Ley de 
2012 instauró un sorprendente plazo de prescripción de las infraccio­
nes de 4 años, mientras que los informes del Tribunal de Cuentas se 
venían publicando con un retraso de 5 años. Huelga decir que el retra ­
so en la fiscalización de las formaciones políticas por parte del Tribu­
nal de Cuentas ha generado numerosas críticas de la opinión pública y 
de los medios de comunicación. Ejemplo de ello es la aprobación, en 
la sesión del 29 de marzo de 2012, del Informe de Fiscalización de los 
estados contables de los partidos políticos y de las donaciones percibi­
das por las fundaciones vinculadas orgánicamente correspondientes al 
ejercicio de 2007. Este retraso fue reconocido incluso por el Presiden­
te del Tribunal de Cuentas en comparecencia parlamentaria39. 
c) Por lo que se refiere a la rendición de cuentas, no puede decirse que 
con la Ley se produjeran sustanciales avances: los partidos deben pre ­
ver un sistema de control interno que garantice la adecuada interven­
ción y contabilización de todos los actos y documentos de los que se 
deriven derechos y obligaciones de contenido económico, conforme a 
sus estatutos. Corresponde en exclusiva al Tribunal de Cuentas el con­
trol de su actividad económico-financiera, incluyendo los recursos
públicos y privados, así como la regularidad contable, emitiendo en el 
plazo de seis meses desde la recepción de la documentación un infor­
me sobre su adecuación a lo dispuesto en la Ley, haciendo constar
cuantas infracciones o prácticas irregulares observe. Dicho informe se 
elevará para su aprobación, si procede, a las Cortes Generales y se
publicará en el BOE. Con todo, es dudoso que la información publica­
da por el Tribunal de Cuentas sea lo «suficientemente significativa
para ayudar a identificar vínculos económicos cuestionables y la posi­
ble corrupción en el sistema de financiación de los partidos»40. Tanto 
la Recomendación de 2003, como la normativa de diversos países de 
ciones de contratistas a los partidos políticos pueden canalizarse más bien a través de
asociaciones o fundaciones políticas que están exentas de las restricciones al pay-to-play 
(dinero a cambio de favores). […]».http://www.mickikaminska.com/GOPAC/Docs/ 
GRECO%20CM-Rec%20_2003_%204%20-%20financing%20of%20political%20par ­
ties_SP.pdf. [Consultado el 06 de marzo de 2014]. 
39 Vid. Diario de Sesiones de Las Cortes Generales. Comisión Mixta para las relacio­
nes con el Tribunal de Cuentas, X Legislatura, núm. 92, 27.12.2013. 
40 El Informe de Evaluación de GRECO sigue diciendo: «las autoridades españolas 
estuvieron especialmente atentas a los posibles efectos adversos si se implanta[ba] en
España un sistema de publicación íntegra de los donantes». El evaluador es consciente de 
que el derecho del donante a la privacidad adquiere una importancia especial en ciertos 
territorios de España, donde este derecho a la privacidad está también ligado a problemas 
de seguridad (terrorismo). Pero, dicho lo cual, sigue señalando el Informe, «se tiene que 
encontrar un equilibrio entre el interés legítimo del electorado a disponer de suficiente
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nuestro entorno, prevén que se haga pública la lista de donantes de los 
partidos, pues la presentación y declaración de información es el ele­
mento principal para garantizar la transparencia de los fondos políti­
cos, que es un valor en sí mismo. Por el contrario, no parece razonable 
en la actualidad que el fenómeno del terrorismo y la eventual intimi­
dación de los donantes constituya un pretexto para levantar el velo de 
la identidad de los donantes. 
2.2. El proyecto de ley orgánica de control de la actividad económico-
financiera de los partidos políticos 
El Consejo de Ministros de 21 de febrero de 2014 aprobó el Proyecto de 
Ley Orgánica de control de la actividad económica-financiera de los partidos 
políticos41, comprometido durante el Debate sobre el Estado de la Nación de 
201342. El texto propone modificar tanto la vigente LOFPP, como la Ley
Orgánica de Partidos Políticos y la Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas43, 
si bien «lejos de comportar una verdadera reforma que innove de manera
sustancial el régimen de control de los partidos políticos en materia de finan­
ciación, se limitan a modificar algunos aspectos concretos de su actividad
económico-financiera, manteniendo en líneas generales la regulación vigente 
en sus mismos términos»44. 
Alguna de las novedades que incorpora este Proyecto de Ley van inevita­
blemente unidas a la actualidad como, por ejemplo, la regulación de la figura 
del Responsable de la gestión económica-financiera del partido (o tesorero), 
que deberá rendir cuentas ante el Parlamento (art. 1º. Diez). No obstante, en 
información sobre posibles intereses económicos de sus representantes políticos y el de­
recho del donante a mantener su privacidad». 
41 BOCG, Congreso de los Diputados, X Legislatura, núm. 82-1, 28.02.2014. 
42 El Tribunal Supremo citó a declarar, el 17 de julio de 2009, al entonces tesorero del 
Partido Popular (PP), Luis Bárcenas, como imputado por presuntos delitos de cohecho y 
contra la Hacienda Pública. Casi tres años más tarde, el 18 de enero de 2013, El Mundo
publicó que Bárcenas había pagado, supuestamente, sobresueldos en dinero negro por
importes que irían de los 5000 a los 15.000 euros mensuales a altos cargos de su partido 
y, poco después, El País sacó a la luz la supuesta contabilidad en B del PP. Ese mismo 
mes, Mariano Rajoy anunció, bajo la presión de la oposición y la opinión pública, un
pacto anticorrupción en el Debate sobre el estado de la nación. 
43 Dichas modificaciones forman parte del llamado «Plan de Regeneración Democrá­
tica» propuesto por el Gobierno del PP a raíz del estallido del «caso Bárcenas», y contie­
nen un amplio catálogo de medidas destinadas a luchar contra la corrupción en la vida 
pública, tanto preventivas como de control y detección. Vid.http://www.lamoncloa.gob. 
es/ConsejodeMinistros/Enlaces/200913Enlace_Regeneraci%C3%B3nDemocr%C3%A1 
tica [Consultado el 06 de marzo de 2014]. 
44 Dictamen 57/2014, de 20 de febrero, del Consejo de Estado, sobre el Anteproyecto de
ley orgánica de control de la actividad económica-financiera de los partidos políticos, p. 3. 
300 16
 
Estudios de Deusto 
ISSN: 0423-4847, Vol. 62/1, Bilbao, Enero-Junio 2014, págs. 285-310





   




esencia, el Proyecto establece nuevas obligaciones en la gestión de recursos 
de los partidos y un régimen más estricto de rendición de cuentas, ya sea a 
través del aumento del control y fiscalización que sobre ellos ejerce el Tribu­
nal de Cuentas (art. 1º. Once), o mediante la introducción de obligaciones
económicas que suponen una fiscalización continua del flujo económico que 
manejan (art. 1º. Diez). 
En concreto, las principales medidas que contiene son: la prohibición de 
las donaciones a los partidos políticos procedentes de personas jurídicas (art. 
1º. Cuatro); la prohibición de las condonaciones de deuda a los partidos polí ­
ticos por entidades de crédito (art. 1º. Tres); la exigencia de que todos los
partidos presenten sus cuentas anuales al Tribunal de Cuentas (art. 1º. Diez) 
y la publicación en sus páginas web de la cuenta de resultados, de los créditos 
pendientes de amortización, las subvenciones recibidas y las donaciones de 
importe superior a cincuenta mil euros (art. 1º. Diez). Igualmente, se propone 
que las fundaciones y asociaciones vinculadas a los partidos políticos tengan 
que inscribirse en el Registro de Partidos (art. 2º. Cinco) y que los partidos 
políticos sigan un procedimiento normalizado de contratación (art. 1º. Dieci­
siete). Asimismo, prevé la devolución de las donaciones indebidas y la reten ­
ción de las subvenciones a los partidos que no hayan presentado sus cuentas 
y distintas obligaciones tasadas en la contabilidad de los partidos (art. 1º.
Dos). Finalmente, el proyecto contempla nuevas infracciones y sanciones
(art. 1º. Trece), y la previsión de cobro de las mismas por vía ejecutiva a
cargo de la Agencia Tributaria y la colaboración de las entidades de crédito 
y del sector público con el Tribunal de Cuentas (art. 1º. Catorce). 
Dejando de lado que el Proyecto se haya presentado un año más tarde de 
lo anunciado, no dejan de ser destacables y dignas de encomio algunas de las 
medidas incluidas: la prohibición de las donaciones a los partidos políticos 
procedentes de personas jurídicas y de entes sin personalidad jurídica, así
como la prohibición de condonaciones de deuda por las entidades de crédito, 
entendiendo por tales la cancelación total o parcial del principal del crédito o 
de los intereses vencidos, o la renegociación del tipo de interés por debajo de 
los aplicados en condiciones de mercado. 
Sin embargo, no hay duda que podía haberse ido más allá. Ciertamente se 
dispone que el Consejo de Ministros pueda negar la concesión de subvencio­
nes estatales anuales a los partidos, a partir de doce millones de euros, pero 
no se concretan los supuestos (art. 1º. Dos). Se prohíben las donaciones por 
parte de empresas, pero no se establece ningún control sobre las donaciones 
de personas físicas vinculadas a éstas (art. 1º. Cuatro). Además, persiste la 
excepción para que las personas físicas puedan continuar realizando dona­
ciones en forma de inmuebles sin límite de valor (art. 1º. Cuatro). Sigue sin 
prohibirse que las fundaciones o asociaciones vinculadas a los partidos acep­
ten o reciban, directa o indirectamente, donaciones de empresas privadas
que, mediante contrato vigente, presten servicios o realicen obras para las
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administraciones públicas, organismos públicos o empresas de capital mayo­
ritariamente público (art. 1º. Dieciséis). Tampoco se aplica a esas mismas
fundaciones y asociaciones la prohibición de recibir donaciones procedentes 
de una misma persona física o jurídica superiores a 100.000 euros anuales 
como a los partidos45. 
Por otra parte, una de las novedades del proyecto, la introducción de un
procedimiento por el que los partidos pueden aceptar o rechazar donacio­
nes privadas, estableciendo un plazo de hasta 3 meses tras la finalización
del ejercicio anual (art. 1º. Tres) debería constituir un mecanismo para que
los partidos se hagan responsables de verificar y rechazar desde el primer
momento donaciones ilegales o dudosas en un plazo perentorio de pocos
días, teniendo la obligación además de informar detalladamente de esas
donaciones dudosas. Sin embargo, el proyecto parece convertir el régimen
de aceptación de las donaciones en una especie de plazo para regularizar
las cuentas antes de mandarlas al Tribunal de Cuentas. Además, si el parti ­
do recibe dinero ilegalmente por no saber ni de quién proviene, dispondrá
de hasta tres meses, una vez finalizado el ejercicio anual, para ingresar el
dinero a Hacienda y estará exento de responsabilidad por recibir donacio ­
nes anónimas (art. 1º. Tres y Trece). Se prevé incluso que, cuando no se
haya podido identificar al donante, el dinero se ingrese en el Tesoro público
sin mayores consecuencias. La obligación de publicar la identidad de los
donantes de cantidades superiores a 50.000 euros no lleva aparejados me­
canismes para evitar que se utilice la inveterada técnica de fraccionar las
donacions para no alcanzar dicho umbral. Por lo demás, según el proyecto,
los partidos podrán seguir realizando operaciones de inversión de capital
pese a tener prohibidas las actividades mercantiles, además de poder seguir
sin llevar la contabilidad a nivel local, que se integrará, en su caso, en la
contabilidad provincial. 
También debe señalarse que con el proyecto no se aumenta el plazo de 
prescripción de las infracciones a la Ley de financiación: las infracciones
muy graves de la ley prescribirán a los 4 años, las graves a los 2 años y las 
leves al año (art.17.3 LOFPP). Si el plazo de prescripción se inicia en el mo­
mento en que se realiza la infracción, podría darse el absurdo de que las in­
fracciones leves prescribieran incluso antes de que el partido enviase su do­
cumentación anual al Tribunal de Cuentas. En supuestos de no colaboración 
con el Tribunal, teniendo en cuenta los plazos de prescripción de 1 y 2 años 
45 El proyecto mantiene la disposición de la actual Ley que establece que «no tendrán 
la consideración de donaciones (…) las entregas monetarias o patrimoniales llevadas a
cabo por una persona física o jurídica para financiar una actividad o un proyecto concreto 
de la fundación o asociación, en cuanto tal actividad o proyecto se realice como conse­
cuencia de un interés común derivado de las actividades propias del objeto societario o 
estatutario de ambas entidades» (DA 7ª.4 LOFPP). 
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respectivamente, difícilmente el Tribunal podría detectar infracciones muy
graves, que son las que prescriben a los 4 años. 
Finalmente, no se reforma estructuralmente la institución del Tribunal de 
Cuentas, que presenta evidentes signos de falta de legitimidad, mediante un 
régimen estricto de causas de inelegibilidad o de incompatibilidad. Podría
decirse que el Tribunal de Cuentas pasará a ser independiente, pero no quie­
nes lo componen. Además, la reforma proyectada establece que ese organis­
mo tenga «competencia para todo lo concerniente al Gobierno, el régimen
interior del mismo y el personal a su servicio, pudiendo dictar reglamentos 
sobre su propio funcionamiento y organización» (art. 3º. Dos). 
3. EL EJERCICIO DEL ALTO CARGO DE LA ADMINISTRACIÓN: 
INCOMPATIBILIDADES Y CONFLICTOS DE INTERESES 
3.1. Antecedentes normativos sobre la cuestión 
El régimen de incompatibilidades de altos cargos se reguló por primera 
vez en la Ley 25/1983, de 26 de diciembre, de incompatibilidades de altos 
cargos, con la que, como admitía su Exposición de motivos, se intentaba no 
sólo cubrir algunos vacíos sino también establecer principios más exigentes 
en materia de incompatibilidades que los expuestos en la Ley 20/1982, de 9 
de junio, de incompatibilidades en el sector público, además de evitar «toda 
posible colisión de intereses no sólo en las relaciones del sector público con 
el privado, sino también entre esferas distintas de aquél». 
La pionera Ley 25/1983 fue modificada por la Ley 9/1991, de 22 de mar ­
zo, por la que además se modificó la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases del Régimen Local; la Ley de Contratos del Estado, y la Ley
24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores46. Posteriormente, la Ley
25/1983 fue derogada por la Ley 12/1995, de 11 de mayo, de incompatibili­
dades de los Miembros del Gobierno de la Nación y de los Altos Cargos de 
la Administración General del Estado, que optó por una técnica de delimita­
ción subjetiva diferente a la Ley anterior, recurriendo a criterios objetivos
para la definición del alto cargo, enumerando a los que se atribuía tal condi­
ción y considerando como alto cargo a los titulares de cualquier otro puesto 
de trabajo en la Administración General del Estado designados por el Conse ­
jo de Ministros. Por lo demás, la referida Ley consagró como principio gene ­
ral la incompatibilidad absoluta con cualquier actividad pública o privada,
46 La reforma operó una modificación de los artículos 1, 8, 9, 10 y 11 de la Ley
25/1983, en relación con el ámbito subjetivo de la norma, los deberes de inhibición y
abstención, las obligaciones de declarar en el Registro de Intereses correspondiente las 
actividades y bienes patrimoniales y las funciones de control de la Inspección General de 
Servicios de la Administración Pública. 
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retribuida o no. Y constituyó el Registro de Actividades y el Registro de
Bienes y Derechos Patrimoniales, gestionados por la Inspección General de 
Servicios de la Administración Pública, a la vez que perfeccionó el régimen 
sancionador y reforzó las funciones de control. 
Esta Ley mantuvo su vigencia hasta su derogación por la vigente Ley
5/2006, de 10 de abril, de regulación de los conflictos de intereses de los
miembros del Gobierno y de los Altos Cargos de la Administración General 
del Estado, que incorporó una regulación más completa, introduciendo cau­
telas y nuevas exigencias en garantía de la objetividad, imparcialidad e inde­
pendencia del alto cargo. A tal fin, la Ley profundizó en el control parlamen­
tario previo al nombramiento de los titulares de determinados puestos e
incrementó el control sobre los intereses patrimoniales del alto cargo y de su 
entorno familiar. Por otra parte, extendió el régimen de incompatibilidad al 
desempeño de actividades privadas tras el cese del alto cargo y creó la Ofici ­
na de Conflictos de Intereses como órgano dotado de plena autonomía fun­
cional en el ejercicio de sus atribuciones y reforzó el régimen sancionador. 
3.2.		Valoración del Proyecto de ley de ejercicio de alto cargo de la 
Administración General del Estado 
El Proyecto de Ley reguladora del ejercicio del alto cargo de la Adminis­
tración General del Estado47 propone un régimen jurídico exhaustivo que se 
extiende desde la definición de los aspectos previos al nombramiento, tales 
como el cumplimiento de los requisitos de idoneidad, las limitaciones al
ejercicio de actividades constante la situación de alto cargo y con posteriori­
dad al cese, así como la publicidad de las actividades, bienes y derechos de 
los altos cargos y su registro. No obstante, como se dirá más adelante esta 
egulación constituye una clara atenuación del vigente régimen de incompati­
bilidades y una clara reducción de las limitaciones al ejercicio de actividades 
privadas una vez que los altos cargos abandonan la Administración. 
Así, por lo que se refiere al ámbito subjetivo, se dispone la consideración 
de los altos cargos como las personas con responsabilidad pública a los efec­
tos del artículo 14 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blan ­
queo de capitales y de la financiación del terrorismo. Además, el proyecto se 
complementa con las previsiones contenidas en el título II de la Ley 19/2013, 
cuyo artículo 25 determina su aplicación a los miembros del Gobierno, a los 
Secretarios de Estado y al resto de los altos cargos de la Administración Ge­
neral del Estado y de las entidades del sector público estatal, de Derecho
público o privado, vinculadas o dependientes de aquélla, y añade que se
considerarán altos cargos los que tengan tal consideración en aplicación de la 
47 BOCG, X legislatura, núm. 83-1, 28.02.2014. 
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normativa en materia de conflictos de intereses48. No obstante, es apreciable 
una ampliación de los sujetos considerados altos cargos, lo que acontece con 
los Secretarios Generales Técnicos (artículo 1.2.c)49; los altos cargos de algu ­
nos organismos de reciente creación (Presidente, Vicepresidente y resto de 
miembros del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y de la
Competencia; Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno y 
Presidente de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal); presi­
dentes, directores generales y asimilados del sector público administrativo, 
fundacional o empresarial; y presidentes y directores de las agencias estatales 
y el presidente y el secretario del Consejo Económico y Social (artículo
1.2.d) y los titulares de cualquier puesto de trabajo en el sector público estatal 
cuyo nombramiento se efectúe por el Consejo de Ministros, expresión cierta­
mente más amplia que la relativa a «cualquier otro puesto de trabajo de la 
Administración General del Estado cuyo nombramiento se efectúe por el
Consejo de Ministros» contenida en el artículo 3.2.m) de la Ley 5/2006, de 
10 de abril, de regulación de los conflictos de intereses de los miembros del 
Gobierno y de los Altos Cargos de la Administración General del Estado. 
En cuanto a la «idoneidad» del alto cargo (DA tercera y arts. 2 a 10)50 al 
nombramiento y ejercicio del alto cargo, el proyecto aclara que solo son idó­
neos aquellos altos cargos que reúnen condiciones de «honorabilidad profe­
sional» y acrediten la debida «formación y experiencia» en la materia de que 
se trate. Ello no obstante, no determina a quien corresponde la verificación 
del concurso de estos requisitos ni el significado de los conceptos «forma ­
ción» y «experiencia», pese a tratarse de conceptos utilizados por la LOFA­
GE al referirse a criterios de cualificación y experiencia para la selección de 
los órganos directivos51. Tampoco se concreta cuándo debe producirse la
48 En efecto, el artículo 26 de la Ley 19/2013 dispone, en observancia de la Constitu­
ción y del resto del ordenamiento jurídico, la promoción del respeto a los derechos funda­
mentales y a las libertades públicas y la adecuación de su actividad a los principios de 
transparencia en la gestión de los asuntos públicos, de acuerdo con los principios de efica ­
cia, economía y eficiencia, con el objetivo de satisfacer el interés general, dedicación al 
servicio público, imparcialidad, igualdad, diligencia debida, corrección y responsabilidad 
de las decisiones y actuaciones propias y de los organismos que dirigen, sin perjuicio de 
otras que fueran exigibles legalmente. Consagra además la norma referida ciertos princi­
pios de actuación tales como el desempeño de su actividad con plena dedicación y con 
pleno respeto a la normativa reguladora de las incompatibilidades y los conflictos de inte­
reses, que están íntimamente relacionados con los contenidos en la norma que ahora se 
informa. 
49 Cuya condición de alto cargo deriva del artículo 6.2.b) de la LOFAGE. 
50 A diferencia de la Ley 5/2006, que contenía solo una previsión relativa a la compa ­
recencia ante el Congreso de los Diputados de determinados altos cargos (art. 2). 
51 Como ha hecho notar el Consejo de Estado en su Dictamen 1435/2013, de 6 de
febrero, sobre el Anteproyecto de ley reguladora del ejercicio del alto cargo de la Admi­
nistración General del Estado, p.8. 
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publicación del currículum vitae (CV). al que alude el artículo 2.3, ni el con ­
tenido exacto de la «declaración responsable» conforme el candidato cumple 
con los requisitos de idoneidad (art. 2.5), ni la manifestación de que no incu ­
rre en ninguna de las causas legales que excluyen la honorabilidad y que los 
datos del CV son verosímiles (art. 2.2). 
En materia de régimen retributivo, el artículo 4.1 incluye la previsión, ya 
examinada en otro momento, del artículo 8.1 f de la Ley 19/2013, en el sen­
tido de que serán públicas anualmente sus retribuciones y también las indem­
nizaciones con motivo del abandono del cargo. En materia de protección
social, se prevé el contenido del artículo 97.2 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social52, en cuya virtud están obligatoriamente in­
cluidos en el Régimen General de la Seguridad Social los altos cargos de las 
Administraciones Públicas que no sean funcionarios públicos. También se
incorporan las previsiones sobre incompatibilidad de retribuciones estableci­
das en el Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garanti­
zar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad53. Sin
embargo, aquel precepto plantea dudas acerca de la situación administrativa 
de los funcionarios públicos, pues de lo expuesto parece deducirse que la
opción por la pensión indemnizatoria o la prestación compensatoria, condu­
ciría inexorablemente a la situación de excedencia por interés particular, con 
los efectos estatutarios correspondientes54. 
Con esta misma vocación totalizadora, el proyecto contiene el régimen de 
actuación de los altos cargos, estableciendo incluso previsiones propias de
normas de rango inferior. Así, por ejemplo, cuando prevé las reglas de efi­
ciencia y sostenibilidad en la gestión de los recursos humanos, económicos y 
materiales55 y los deberes de conocer las obligaciones que conlleva el ejerci­
cio de sus funciones. 
52 Aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio. 
53 El artículo 1.4 del referido Real Decreto-ley se refiere al régimen de incompatibili­
dades de pensiones indemnizatorias, prestaciones compensatorias y percepciones simila­
res y dispone (con carácter básico ex artículo 149.1.13ª y 156.1 CE). Por otra parte, la
redacción del artículo 7 del proyecto es muy similar a lo prevenido por el Real Decreto-
ley 20/2012, en cuanto a la incompatibilidad entre la percepción de pensiones indemniza­
torias, prestaciones compensatorias y demás percepciones económicas, incluida la retri­
bución de actividades públicas o privadas. 
54 Esencialmente de no devengo de antigüedad, extinción de la reserva de plaza inhe­
rente a la de servicios especiales y demás establecidas en la legislación de funcionarios, lo 
cual puede entenderse que constituye una penalización de justificación no evidente. 
55 En materia de gestión de recursos humanos, económicos y materiales se establecen 
criterios en relación con la utilización de vehículos oficiales y el uso del crédito presu ­
puestario de los gastos de representación y atenciones protocolarias y se prevé que, cuan­
do se incurra en determinados gastos, deberán ser debidamente justificados así como
acreditarse su necesidad, si bien no se especifica ante quién ni de qué manera (art. 8.2). 
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Por otro lado, el proyecto se propone avanzar en la evitación y el control 
de los conflictos de intereses (art. 11), para lo que define tales conflictos en 
términos análogos al artículo 4.1 de la Ley 5/2006, si bien en esta ocasión se 
enumeran los intereses que tienen la consideración de «personales», en tér­
minos un tanto extensos, objetiva y subjetivamente, aludiendo al posible
efecto beneficioso o perjudicial (ap. 2), sin más detalles, para definir el con­
flicto de intereses. También diseña el proyecto un sistema de alerta temprana, 
basado en un deber de abstención respecto de cualquier decisión que pueda 
comportar la incursión en un supuesto de conflicto de intereses (art. 12)56, y 
una serie de previsiones relativas a la dedicación exclusiva (art. 13); declara ­
ción y limitaciones patrimoniales (arts, 14, 16, 17 y 18) o al ejercicio de ac­
tividades privadas con posterioridad al cese (art. 15), inspiradas en el actual 
régimen de incompatibilidades, actividades y obligaciones de los altos car­
gos de la Ley 5/2006 (arts. 5 a 13). 
En concreto, el apartado 1 del artículo 14 comporta, ciertamente, una
mayor limitación respecto a lo previsto en el artículo 6 de la Ley 5/2006, que 
circunscribe la limitación a las subvenciones provenientes de la Administra­
ción General del Estado. Pero no aclara si la expresión «persona interpuesta» 
debe entenderse referida a un «tercero independiente» (en los términos a los 
que se refiere el artículo 14.3 o a la entidad financiera encargada de la gestión 
y administración de las acciones y participaciones ex art. 18.1 del proyecto). 
En línea con lo anterior, también parece pertinente concretar si el volumen de 
participación debe calcularse sumando a las participaciones propias las del 
cónyuge e hijos dependientes, o solo cuando sean considerados persona in­
terpuesta. 
Por otra parte, el apartado 3 del mismo artículo 14 prevé que, cuando la 
persona que sea nombrada para ocupar un alto cargo y posea una participa­
ción deba enajenar o ceder a un tercero independiente el ejercicio de los de­
rechos correspondientes a esas participaciones durante el tiempo en que
ejerza su cargo, dentro del plazo de tres meses desde su nombramiento57. 
Dicha enajenación o cesión será declarada a los Registros de Actividades y 
de Bienes y Derechos Patrimoniales y deberá contar con el informe favorable 
de la Oficina de Conflicto de Intereses. No se olvide, sin embargo, que ac­
tualmente el art. 6 de la Ley 5/2006 obliga a desprenderse de tales participa ­
ciones58. 
56 Que debe articularse por escrito cuando concurran las causas previstas en la LR­
JAP-PAC o bien aplicando los procedimientos adecuados en otros casos. 
57 Si la participación se adquiriera por sucesión hereditaria u otro título gratuito du­
rante el ejercicio del cargo, la enajenación o cesión deberá producirse en el plazo de tres 
meses desde su adquisición. 
58 El proyecto no precisa, tampoco, qué debe entenderse por «tercero independiente» 
y si los derechos objeto de cesión son tanto los derechos políticos como los económicos. 
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Por el contrario, el primer párrafo del apartado 1 del artículo 15 establece 
que los altos cargos, durante los dos años siguientes a la fecha de su cese, no 
podrán prestar servicios en entidades privadas «afectadas directa o indirecta­
mente, por decisiones en las que hayan participado». Se trata indudablemen­
te de una ampliación del ámbito objetivo de la limitación prevista en el vi­
gente artículo 8 de la Ley 5/2006, donde es ta limitación opera
exclusivamente respecto de empresas o sociedades relacionadas «directa­
mente» con las competencias del cargo59. 
Por lo que se refiere a la declaración de bienes y derechos (art. 17), con­
viene recordar que ya el artículo 12.1 de la Ley 5/2006 establece que los altos 
cargos están obligados a formular una declaración patrimonial ante el Regis­
tro de Bienes y Derechos Patrimoniales de altos cargos60. Ahora, la regula­
ción del artículo 17 del proyecto constituye una deslegalización del conteni­
do mínimo de la referida declaración, limitándose a señalar la clase de altos 
cargos que deberán presentar, en el plazo improrrogable de tres meses desde 
su toma de posesión y cese, respectivamente, el certificado de su última de­
claración anual del IP, en su caso, además de aportar anualmente un certifi­
cado de la última declaración del IRPF. 
El apartado 1 del artículo 18 establece que para la gestión y administra­
ción de las acciones y participaciones societarias de las que sean titulares los 
altos cargos deberán contratar a una entidad financiera registrada en la Comi­
sión Nacional del Mercado de Valores (CNMV)61. Por ello puede decirse que 
59 Lo mismo puede decirse de la regulación propuesta para la «reincorporación» (art. 
15.4), frente a la regulación del vigente artículo 8.2 de la Ley 5/2006. Idéntico argumento 
sirve para lo previsto en el apartado 5, relativo a la prohibición de celebrar contratos di­
rectamente o mediante empresas contratistas, por sí mismos ni a través de entidades par­
ticipadas por ellos directa o indirectamente en más del diez por ciento, puesto que actual­
mente sólo se limita la celebración de contratos con la Administración Pública cuando
éstos guarden relación directa con las funciones ejercidas. 
60 Comprensiva de la totalidad de sus bienes, derechos y obligaciones patrimoniales, 
valores o activos financieros negociables, las participaciones societarias, el objeto social 
de las sociedades de cualquier clase en las que tengan intereses el alto cargo, su cónyuge, 
sea cual sea el régimen económico matrimonial o persona que conviva en análoga relación 
de afectividad e hijos dependientes y personas tuteladas y las sociedades participadas por 
aquellas otras que sean objeto de declaración según el apartado c) con señalamiento de sus 
respectivos objetos sociales. 
61 Esta obligación no es exigible cuando la cuantía de dichas acciones y participacio­
nes societarias no supere la cantidad de 100.000 euros, calculada por el valor a los efectos 
del IP. La contratación referida se mantendrá mientras dure el desempeño del alto cargo y 
la entidad con la que se contrate efectuará la administración con sujeción exclusivamente 
a las directrices generales de rentabilidad y riesgo establecidas en el contrato, sin que se 
pueda recabar ni recibir instrucciones de inversión de los interesados. Tampoco podrá
serles revelados la composición de sus inversiones, salvo que se trate de instituciones de 
inversión colectiva o que, por causa justificada, medie autorización de la CNMV (aunque 
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se trata de una previsión algo superflua, que pretende asegurar que la gestión 
de acciones y participaciones sociales por el alto cargo no incurra en ningún 
riesgo de conflicto de interés con el cargo, algo que ya prevé el antes mencio ­
nado artículo 1462. 
Finalmente, los títulos III y IV de la norma proyectada se refieren a los 
órganos de vigilancia y control y al régimen sancionador, respectivamente. 
En estos se amplía ciertamente la actual regulación de la Oficina de Conflic ­
tos de Intereses, atribuyéndosele nuevas funciones respecto de las previstas 
en la Ley 5/200663. El artículo 27 contiene una tipificación de las infraccio­
nes, que reproduce esencialmente el catálogo de su homólogo de la Ley
5/2006 (art.17). En este sentido, debe tenerse presente que Ley 19/2013 tipi­
fica como infracción muy grave la prevalencia de la condición de alto cargo 
para obtener un beneficio indebido para sí o para otro (artículo 29.1h), lo cual 
pone de relieve nuevamente la conveniencia de incorporar al proyecto alguna 
referencia a la Ley 19/201364, Además, el proyecto omite en sede sanciona­
dora toda referencia a la Oficina de Conflictos de Intereses, supuestamente 
responsable de la instrucción del procedimiento sancionador, cuya regula­
ción sí contiene el actual artículo 18 de la vigente Ley 5/2006. 
TiTle. Recent measures for transparency and political probity of de Spa­
nish administrative and political system. scope and assessment 
Resumen. Ante la irrupción de distintos episodios de corrupción que han 
golpeado a la opinión pública y agravado el descrédito del sistema polí­
tico ante la ciudadanía, el Consejo de Ministros aprobó el 20 de septiem­
bre de 2013 un Plan de Regeneración Democrática basado en dos pilares 
no parece tener sentido prever la contratación con una entidad financiera registrada en la 
CNMV para la gestión y administración de acciones si se trata de sociedades no cotizadas 
y de participaciones en sociedades de responsabilidad limitada). 
62 Tampoco es apreciable la entidad del hecho de que no pueda revelarse la composi ­
ción de sus inversiones, salvo que se trate de instituciones de inversión colectiva o que, 
por causa justificada, medie autorización de la CNMV, en la medida en la que el alto
cargo deberá conocer de sus inversiones aunque no las gestione ni decida sobre ellas, ni 
que sea para la formulación de su declaración anual del IP o del IRPF. Además de que la 
prohibición de incidir sobre las decisiones que el gestor adopte no es incompatible con la 
facultad de éste de valorar la gestión de su cartera y optar por un contrato con una entidad 
o gestor distinto, a la vista del resultado de su actuación. 
63 Formular peticiones de información (art. 20) y, en especial, el examen de la situa ­
ción patrimonial de los altos cargos al finalizar su mandato y elaboración del informe de 
comprobación de la situación patrimonial (arts. 23 y 24). 
64 Al igual que en lo relativo al procedimiento, que se remite al artículo 31, de acuer­
do con lo previsto en la Ley 30/1992, y su normativa de desarrollo, por ejemplo con una 
mención al régimen de prescripción, como hace la Ley 5/2006, que se pretende derogar, 
con referencia al artículo 31 de la Ley 19/2013. 
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fundamentales: el control de la actividad económico-financiera de los
partidos y la regulación del ejercicio del alto cargo de la Administración 
General del Estado. Ambas cuestiones han meritado sendos proyectos de 
ley que recogen un amplio catálogo de medidas para luchar contra la
corrupción y mejorar los mecanismos de respuesta y detección de que
dispone el ordenamiento jurídico. En este mismo período, el Parlamento 
ha aprobado la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso 
a la información pública y buen gobierno. 
PalabRas Clave. Corrupción, transparencia, acceso a la información,
buen gobierno, financiación de partidos políticos, alto cargo. 
absTRaCT. With the emergence of various episodes of corruption that have 
hit the public and aggravated discredit the political system to citizens, the 
Council of Ministers approved the September 20, 2013 Democratic Rege­
neration Plan based on two pillars: control of economic and financial
activity of political parties and regulate the exercise of the high office of 
the General State Administration. Both issues have merited two separate 
bills that collect a wide range of measures to combat corruption and im­
prove the detection and response mechanisms available to the legal sys­
tem. In this same period, the Parliament adopted the Law 19/2013 of 9 
December, transparency, public access to information and good gover­
nance. 
KeyWoRds. Corruption, transparency, access to information, governance, 
financing of political parties, senior. 
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